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JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO 
 

 

Fusagasugá - Cundinamarca, tres (03) de agosto de dos mil veintitrés 
(2023) 

 
Proceso: Divisorio 
Radicado: 252903103002-2015-00326-00 

 
Asunto: 

 
Procede el despacho a pronunciarse respecto al incidente de nulidad 
que formuló la parte demandada José de Jesús Tovar a través de 
apoderado judicial, con fundamento en el numeral 4º del artículo 133 
del C.G.P, fundamentando la misma en "indebida representación de 
algunas de las partes", lo anterior en tanto, el día 3 de febrero de 
2020, el despacho "profirió sentencia de continuar con el remate", 
más adelante señala que la misma debe proferirse desde el 3 de 
febrero de 2019 considerando que, desde tal data, su patrocinado no 
contó con defensa técnica que el juzgado le designó un abogado en 
amparo de pobreza y este nunca se posesionó y, como apoderada en 
amparo de pobreza, y el despacho profirió providencia decretando la 
venta en subasta pública del inmueble objeto de litigio, arrebatándole 
así al demandado el derecho constitucional contemplado en el artículo 
29 Superior, ya que al no tener un profesional del derecho. 
 

Adicional a lo anterior se duele porque, "no hiso un pronunciamiento 
sobre la distribución de dineros objeto de recaudo por el remate del 
bien inmueble, como lo es la supuesta hipoteca que pesa sobre el bien 
inmueble la cual fue adquirida por la señora LUZ AIDA ORTIZ 
SUAREZ sin previa autorización del señor JUAN DE JESUS TOVAR 
CASTELLAS; no hubo pronunciamiento sobre las mejoras realizadas 
por mi prohijado al bien inmueble, así mismo no hubo pronunciamiento 
sobre los valores de los canon de arrendamiento recaudados por la 
señora LUZ AIDA ORTIZ SUAREZ antes del nombramiento de la 
secuestre y que se le adeudan el 50% a mi prohijado" (sic)  
 

Por ello solicitó de se le declare la nulidad de lo actuado desde el día 3 
de febrero de 2019. 
 
Para resolver se considera: 
 

En punto de desatar la solicitud invocada, conviene precisar que las 
nulidades, dada su trascendencia en el desarrollo de las actuaciones, 
se encuentran gobernadas por parámetros que deben ser cumplidos 
de manera estricta para su prosperidad, a saber: 
 
- Especificidad o Taxatividad:  
 



Sólo podrá decretarse la nulidad de los actos procesales por causa 
expresa y claramente consagrada por el legislador, que genere 
motivos de invalidez capaces de ser elevados a tal categoría, es decir, 
expresamente establecidos por el legislador, toda vez que, al conllevar 
su decreto una sanción por ser un acto irregular, no puede permitirse 
interpretaciones analógicas. Su finalidad es brindar seguridad jurídica, 
certeza de que las actuaciones por regla general no pueden ser 
invalidadas por capricho del juez o de su contraparte.  
 

En nuestra legislación civil se encuentran enlistadas en los artículos 
132 y 133 de Código de General. 
 
- Trascendencia: 

No basta con la irregularidad en el acto, para que se genere una 
nulidad, sino que se consta la existencia de un perjuicio, que se 
produzca un menoscabo real de las garantías de los sujetos en el 
proceso. 
 
Es decir, las irregularidades inofensivas e intrascendentes no 
conducen a la nulidad, toda vez que tal institución no está concebida 
como monumento al formalismo, sino como mecanismo de defensa 
del debido proceso. Esta regla se encuentra desarrollada en el artículo 
135 del Código de General del Proceso. 
 
- Protección o Salvación:  

Es de precisar que la nulidad es un remedio extremo y constituye la 
máxima sanción en materia de ineficacia de los actos procesales, por 
lo tanto, se debe buscar otro camino para su salvación, de forma que 
cuando se declare la nulidad no exista otra vía para proteger el 
derecho fundamental al debido proceso. El parámetro de la salvación 
o protección implica, por un lado, que la declaración de nulidad se 
abre paso cuando no existe otro mecanismo que permita subsanar el 
vicio y proteger el derecho; y, por otro, que el juez esté plenamente 
convencido de que el vicio ha ocurrido y ha generado transgresión de 
dicho derecho fundamental [Nulidad en el proceso civil, Henry 
Sanabria Santos, Universidad Externado de Colombia, pagina 173. Al 
respecto puede consultarse Corte Suprema de Justicia, Sala Casación 
Civil, sentencia de 5 de julio de 2007, exp. 
08001-3103-010-1989-09134- 01.M.P. CARLOS IGNACIO 
JARAMILLO JARAMILLO, ordinario de Sea Search Armada contra La 
Nación Colombiana].  
 
- Legitimación: 
 

Esta legitimando para solicitar la invalidación de la actuación procesal 
quien haya sufrido un menoscabo en sus derechos y garantías 
procesales y, por ende, tenga interés jurídicamente relevante en que la 
actuación irregular quede sin efectos. De manera excepcional puede 
resultar extensiva a quienes hayan sufrido menoscabo en algún vicio 
dentro de un acto procesal, quienes también tendrían legitimación para 
invocarla [Al respecto se puede consultar ordinario de José Antonio 
Vanegas Rivera contra Òscar Miguel Montoya Olarte, exp. 1997- 
19078-08 M.P. MANUEL ARDILA VELÀSQUEZ]. 



 
- Preclusión:  

Salvo que ostenten el carácter de insaneables, las nulidades deberán 
alegarse dentro de los términos y oportunidades contemplados en la 
ley, so pena que se tengan por saneadas. 
 
Caso concreto: 
 

Lo primero que debe sentar el Despacho para delimitar el ámbito de la 
discusión surgida, es que la solicitud de nulidad se denegara. Veamos 
porque:  
 

1.- El procedimiento para que proceda la Nulidades procesales, se 
encuentra establecido en el artículo 134 del C.G.P., el cual establece 
que “las nulidades podrán alegarse en cualquiera de las instancias, 
antes de que se dicte sentencia, o durante la actuación posterior a 
ésta si ocurrieron en ella”.  
 

Además, en el Núm. 4° del Art. 133, se establece como causal que 
“Cuando es indebida la representación de alguna de las partes, o 
cuando quien actúa como su apoderado judicial carece íntegramente 
de poder". 
 

Para el caso, según la cual el proceso es nulo en todo o en parte 
"Cuando es indebida la representación de alguna de las partes...", 
sustentada en que, al demandado por solicitud de este, le fue 
designado un abogado en amparo de pobreza y el profesional del 
derecho designado, nunca tomó posesión del cargo. 
 
Sea lo primero, señalar que el demandado nunca ha estado 
indebidamente representado, habida consideración que si bien su 
apoderada inicial, presentó renuncia al mandato conferido, también es 
cierto, que tuvo la oportunidad de contestar la demanda y hacer las 
peticiones pertinentes en el lapso que esta estuvo ejerciendo su cargo. 
 
Ahora que, en este asunto, se hubiera proferido sentencia como lo 
enrostra el abogado del demandado, no es de recibo, en atención a 
que dentro de este proceso hasta ahora no se han distribuido dineros 
entre los comuneros dineros que sean producto de la subasta del 
predio objeto de la división. Téngase que al momento en que este 
despacho intentó que las partes llegaran a un acuerdo, sobre a 
división material deprecada por el demandado, en audiencia celebrada 
en este Despacho judicial, las partes se rehusaron, adiciona a ello la 
Oficina de Planeación municipal señaló que el predio no era divisible, 
aunado a que tampoco se allegaron los documentos pertinentes por 
ninguna de las partes para el efecto de una división material, de 
manera que una vez comprobado que el inmueble no era divisible 
materialmente, se dispuso dar cumplimiento al artículo 407 del CGP, 
para de esa forma, habilitar la disposición del Artículo 411 de la misma 
obra adjetiva y ordenar la venta en pública subasta.  
 
De otra parte, si dicha providencia fue notificada por estado el 20 de 
febrero de 2020, y el solicitante de la nulidad concurrió al proceso el 



8 de marzo de 2021, con un memorial en que solicitó: 
 

"se realice por parte del señor juez, control de legalidad al 
proceso de la referencia, en vista de que no se evidencia auto 
que ordene la división o en su efecto el remate del bien 
inmueble objeto del litigio; donde el despacho ya programo 
audiencia de remate para el día 23 de marzo de 2021 
 
se llame a rendición de cuentas al secuestre del Bien 
Inmueble señora SILVIA ISABEL CUBILLOS CHINGATE, 
persona que no ha realizado su administración en debida 
forma, ya que a la fecha el bien inmueble presenta una deuda 
de impuesto predial con el Municipio de Fusagasugá por el 
valor de veintiún millón cuatrocientos sesenta y tres mil pesos 
m/cte. ( $ 21.463.000) lapso comprendido años 2016 – 2021, 
donde ya existe un proceso administrativo coactivo con 
embargo del bien inmueble, como se evidencia en el 
certificado de tradición matricula inmobiliaria No. 157- 63403 
,anotación No. 015. 
 
... se ordene al secuestre, que con los dineros recaudados del 
arriendo del bien inmueble objeto del litigio, de manera 
urgente cancele esta obligación de impuesto predial ante el 
Municipio de Fusagasugá, con el único animo de evitar causar 
a mi prohijado, un daño patrimonial mayor al que se le está 
causando por parte de la demandante dentro del proceso de 
la referencia." 

 
De manera que es claro que el apoderado solicitante de la nulidad la 
saneo, pues, era en esa oportunidad y no ahora después de dos años 
desde que fue designado por el demandado, que debió acusar el yerro 
en tanto: 
 
i) 9 de septiembre se designa abogada de amparo al demandado 
 

ii) en adelante y hasta el 2 de febrero se allega informe de la 
secuestre, solicita la actora decreto de venta, se remite telegrama  
 

iii) 3 de febrero de 2020 se profiere auto que ordena el remate del 
bien objeto de división luego de que en la audiencia ya celebrada 
como ya se dijo las partes no aceptaron la división material y se 
destacó que la Oficina de Planeación municipal había emitido 
concepto negativo de la misma, de manera que, lo que restaba para 
terminar con la comunidad era la venta del predio y así se ordenó 
 

iv) 8 de marzo de 2021 llegó al proceso el profesional del derecho; 
con memorial deprecando la venta del inmueble y la rendición de 
cuentas de la secuestre para el pago de impuestos y manifestando 
quera viable la división material del bien.  
 

v) 28 de julio de 2021 el apoderado del demandado, solicitó la 
suspensión de la audiencia de remate y señaló que era procedente la 
división material. 



 
vi) 6 de septiembre de 2021, se da traslado al avalúo allegado por la 
parte demandada 
 

vii)1 de marzo de 2022 se corrige auto y se da traslado al avalúo 
presentado por la parte demandante  
 

viii) 16 de junio de 2022 se aprueba avalúo y de señala fecha para 
remate  
 

ix)  16 de noviembre de 2022, nuevamente se señala fecha para la 
almoneda  
 

x) 28 de febrero de 2023, el apoderado del demandado solicita 
autorización de entrega de dineros  
 

xi)  24 de marzo de 2023, el apoderado de la parte demandada 
aporta certificación bancaria para el depósito de dineros  
 

xii)  31 de marzo de 2023 EL MANDATARIO DE LA PASIVA 
SOLICITA DECLARATORIA DE NULIDAD 
 

De lo anterior, fácil se concluye que el yerro acusado, fue saneado por 
el mismo peticionario, ahora, debe ser claro el despacho en cuanto 
que, el apoderado apoya su solicitud en una causal, que en nada se 
compadece con el vicio señalado, en tanto el aquí demandado es una 
persona capaz pues, es sujeto de la relación jurídica controvertida en 
este caso como demandado, conforme lo señala el artículo 53 del 
CGP, que sería el caso sobre el cual, se asentara la causal de nulidad 
invocada, a saber la falta de representación  
 
En ese orden y de acuerdo al marco cronológico de actuaciones 
realizadas por el mandatario del extremo pasivo, se advierte la 
improcedencia de la solicitud de nulidad, en tanto en el lapso de dos 
años desde su aparición, no indicó nada respecto a la falta de defensa 
de su cliente, ahora bien, el mismo solicitó fecha para la almoneda, 
tuvo acceso para rebatir el avalúo del bien, ha tenido la oportunidad de 
controvertir las cuentas presentadas por el secuestre, ha podido 
coadyuvar o controvertir las peticiones de la parte activa en esta 
contienda, de manera que, su representado no ha estado huérfano de 
defensa, como lo quiere hacer ver con la nulidad presentada 
 

Así las cosas, no se advierte desproporcionalidad en el presente 
asunto, y tampoco que el aquí demandado se le hubiera cercenado el 
derecho de acceso a la administración de justicia o se le hubiera 
denegado el ejercicio de su defensa, en tanto en este proceso, la 
tutela judicial efectiva se ha mantenido para ambas partes durante 
todo el trámite procesal, así que el profesional del derecho, no puede 
entrar a enjuiciar la corrección jurídica de sus actuaciones y pretender 
se de aplicación a reglas procesales que regulan el acceso, la decisión 
y/o nugatoria de los remedidos procesales instituidos por el legislador, 
en el desarrollo del debido proceso y menos, cuando una vez 
transcurrido el tiempo, pretendan derribarse actuaciones que no fueron 



observadas oportunamente y sea la propia falta de observancia e 
incuria del peticionario la que sirva de argumento para revivir 
actuaciones que fueron saneadas por el mismo en el trámite del 
proceso  
 

Por tanto, la nulidad alegada resulta improcedente debiendo ser 
rechazada de plano, por ende, sin lugar a otras consideraciones, el 
Juzgado Segundo Civil del Circuito de Fusagasugá, Cundinamarca, 
 

RESUELVE: 
 
RECHAZAR DE PLANO LA SOLICITUD DE NULIDAD invocada por 
el apoderado judicial de señor Juan de Jesús Tovar Castellanos, 
conforme las razones expuestas en la parte motiva del presente 
proveído. 
 
. 

Notifíquese, 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

RENÉ OCTAVIO BARROSO ACEVEDO 
 JUEZ 
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Auto notificado en estado electrónico del 04/ago/2023 
 


